
	

	
	
	 	
 
La doble tributación aparece como un fenómeno jurídico y económico, por completo negativo para 

nuestro régimen fiscal, desde el momento en que, al propiciar la imposición de varios tributos sobre 

los mismos ingresos, obliga a los particulares a contribuir en exceso de sus verdaderas 

capacidades económicas, desalentando en consecuencia, la realización de actividades 

productivas. 

 
Con base en lo anterior, podemos establecer las siguientes hipótesis o casos de doble tributación: 

 
o Cuando un mismo sujeto activo establece más de un gravamen sobre el mismo objeto. 

 
o Cuando dos o más sujetos activos establecen más de un tributo sobre el mismo objeto. 

 
o Cuando dos o más sujetos activos establecen dos o más gravámenes cada uno de ellos 

sobre el mismo objeto. 

 
La doble tributación es esencialmente antieconómica, puesto que tiende a agotar los recursos 

disponibles para el ejercicio de la potestad tributaria de la Federación, de las Entidades 

Federativas y de los Municipios. El exceso de gravámenes solo ahuyenta el desarrollo de 

actividades productivas, las que invariablemente dejarán de realizarse si el cúmulo tributario es de 

tal magnitud, que no sea posible obtener un margen de utilidad razonable; por lo que, dentro de 

este contexto, no es aventurado afirmar que la concurrencia de los Fiscos Federal, Estatal y 

Municipal sobre el mismo objeto convierte, a corto plazo, en antieconómico a cualquier sistema 

hacendario. 

 
Independientemente de sus graves repercusiones en el nivel general de ingresos del Estado, la 

doble tributación es primariamente un acto de injusticia que obliga al ciudadano a sacrificarse más 

allá del límite de su capacidad contributiva, al tener que deducir de su patrimonio las cantidades 

necesarias para contribuir al mismo tiempo y sobre las mismas percepciones, al sostenimiento de 

tres entidades públicas distintas. De ahí que en un régimen jurídico que, como el nuestro, otorga a 

los causantes, a través de la ley fundamental, garantías de proporcionalidad, equidad y legalidad 

como elementos rectores de la relación tributaria, la doble tributación, considerada exclusivamente 

conforme a las tres hipótesis que hemos enunciado, solo pueda revestir caracteres de 

inconstitucionalidad. 
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Por consiguiente, tal y como lo sostiene Vázquez Pando, los fundamentos de inconstitucionalidad 

debemos localizarlos en la fracción IV del Artículo 31 de la Ley Suprema y más concretamente, en 

la violación a los principios de proporcionalidad y equidad. En efecto, la doble tributación vulnera 

las dos máximas esenciales del régimen fiscal mexicano, por los siguientes motivos: 

 
1. La acumulación de dos o más tributos —provenientes ya sea del mismo sujeto activo o de 

dos o más sujetos, o ambas cosas a la vez— sobre el mismo ingreso, utilidad o rendimientos 

gravables, o bien la acumulación de impuestos sobre el mismo acto de consumo, ocasiona 

que los causantes afectados por esta situación tengan que soportar un sacrificio fiscal que 

excede sus respectivas capacidades económicas, toda vez que una percepción castigada 

dos o más veces por razones tributarias, no permite que un ciudadano disfrute de una parte 

razonable del producto de su trabajo o de su capital. Dicho en otras palabras, la doble 

tributación como “instrumento de política fiscal” suele conducir a la confiscación de la 

totalidad o de una parte considerable del patrimonio de los contribuyentes, así como a 

procesos inflacionarios que en nada benefician a la economía nacional. 

 
2. La doble tributación, al incidir repetidamente sobre las percepciones gravables disponibles 

existentes en territorio nacional, es por definición contraria a una de las características 

primordiales del Principio de Proporcionalidad: la de la justa y adecuada distribución de las 

cargas fiscales entre los recursos económicos generados por una Nación. La lógica y la 

Economía Política aconsejan repartir entre los sujetos activos los ingresos tributarios de 

que el País disponga y no someterlos a imposiciones múltiples que solo desalientan a las 

fuerzas productivas que, a fin de cuentas, son las únicas que le reportan al Fisco —sea 

federal, estatal o municipal— ingresos de consideración. 

 
3. Al coincidir, por ejemplo, un gravamen federal con un tributo establecido por una 

determinada Entidad Federativa o Municipio sobre idéntico objeto, se crea una notoria 

situación de desigualdad entre los contribuyentes sujetos a la doble tributación y aquellos 

que, por radicar en diferente Entidad o Municipio, solo deben afrontar el tributo federal. 

Evidentemente, en estos eventos el Principio Constitucional de Equidad resulta vulnerado 

al no existir un criterio de igualdad aplicable a todos los contribuyentes frente al mismo tipo 

de leyes fiscales. 
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